
 
  

INICIATIVA QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 7 BIS A LA LEY GENERAL EN MATERIA DE 

DELITOS ELECTORALES, A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA LUCERO SALDAÑA PÉREZ, 

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI 

María Lucero Saldaña Pérez, diputada integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario 

Institucional en la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en 

los artículos 71, fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículo 6, numeral 1, 

fracción I; artículos 77 y 78 y demás relativos del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración de esta honorable soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman 

y adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Delitos Electorales, relacionado con violencia política 

en razón de género. 

Antecedentes 

1. El 8 de noviembre de 2012, la suscrita Lucero Saldaña Pérez, en aquella época como senadora del Grupo 

Parlamentario del PRI, presenté iniciativa con proyecto de decreto por el que se reformaban y adicionaban 

diversas disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y al entonces 

Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

La Comisión para la Igualdad de Género dictaminó dicha iniciativa en positivo y lo presentó al pleno del 

Senado en febrero de 2013, misma que fue aprobada y se turnó a la Cámara de Diputados, la cual no continuó 

con el proceso legislativo correspondiente dada la aprobación de la reforma político-electoral por la que se 

abrogó el Código Federal de Procedimientos Electorales (Cofipe). 

No obstante lo anterior, con fecha 4 de noviembre de 2014 presenté iniciativa con proyecto de decreto por el 

que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 

Electorales, de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y de la Ley General en 

Materia de Delitos Electorales. 

En la misma fecha, dicho proyecto de decreto se turnó a las Comisiones Unidas para la Igualdad de Género y de 

Estudios Legislativos Primera. 

En reunión celebrada el 3 de septiembre de 2015, la Mesa Directiva acordó rectificar el turno de la iniciativa 

presentada por la suscrita el 4 de noviembre de 2014, para quedar en la Comisiones Unidas para la Igualdad de 

Género y de Estudios Legislativos, Segunda , para su análisis y dictamen; mismo que fue recibió el 8 de 

septiembre de 2015. 

2. En fecha 6 de septiembre de 2016, la suscrita presentó iniciativa con proyecto de decreto que reforma y 

adiciona diversas disposiciones de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral. 

En esa misma fecha, la Mesa Directiva de la LXIII Legislatura determinó turnar el citado proyecto de decreto a 

las Comisiones Unidas para la Igualdad de Género y de Estudios Legislativos, Segunda. 

3. Cabe señalar que se presentaron otras iniciativas sobre el mismo tema, por diversas senadoras de los distintos 

grupos parlamentarios. 

4. Es el caso que el grueso de las iniciativas presentadas fueron atendidas y dictaminadas por las comisiones 

unidas en reunión de 8 de marzo de 2017, remitiéndose al pleno para efectos de su programación legislativa. 



 
  

5. El 9 de marzo de 2017 fue discutido y aprobado por el pleno del Senado con un total de 89 votos a favor; por 

lo que en términos de lo dispuesto en el artículo 72, apartado A, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, fue turnado a esta Cámara de Diputados para su debida prosecución. 

6. El expediente con la minuta de mérito fue recibido por la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados y 

turnado a la Comisiones Unidas de Gobernación y de Igualdad de Género el 14 de marzo de 2017 para efectos 

de su análisis y discusión, siendo recibido en las oficinas de la Comisión de Gobernación en la misma fecha. 

7. El 14 de diciembre de 2017 fue presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación y de Igualdad de 

Género el dictamen de la minuta de referencia ante el pleno de la colegisladora y aprobado con modificaciones. 

8. Con fecha 7 de febrero de 2018, fue recibido por la Mesa Directiva del Senado de la República, el expediente 

con la minuta de mérito turnada por la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados. 

9. A través del oficio número DGPL-2P3A.-98 de fecha 7 de febrero de 2018, la Mesa Directiva de la LXIII 

Legislatura determinó turnar la minuta con proyecto de decreto en comento, a las Comisiones Unidas para la 

Igualdad de Género y de Estudios Legislativos, Segunda. 

10. Con fecha 25 de abril de 2018, el dictamen propuesto por las comisiones dictaminadoras fue aprobado en 

votación nominal ante el pleno de la Cámara de Senadores y turnado a esta Cámara de Diputados. 

Exposición de Motivos 

Como puede apreciarse de los antecedentes expuestos líneas in supra , el tema de violencia política en razón de 

género, es una asignatura pendiente, ya que si bien se encuentra en un proceso legislativo vigente, la realidad 

nos indica que se trata de un tema eminentemente impostergable y de urgente resolución. 

En efecto, basta referir los últimos acontecimientos de violencia política en razón de género en contra de las 

mujeres, dentro del proceso electoral 2017-2018; etapa en la vida política de este país, en la cual los altos 

índices de violencia política alcanzados, convirtieron a este proceso en el más violento en la historia de México. 

Entre el 8 de septiembre de 2017 y el 12 de junio de 2018, el Indicador de Violencia Política de Etellekt ha 

registrado un total de 417 agresiones, de las cuales 106 fueron en contra de mujeres. Estos 106 ataques en 

contra de mujeres políticas y candidatas abarcaron un total de 22 entidades y 84 municipios del país. Se 

registraron eventos de tal violencia que implicaron 16 homicidios de mujeres. 

Son seis las entidades de mayor riesgo para la actividad política de las mujeres, pues 65 por ciento de las 

agresiones se concentraron en las entidades de Guerrero, Puebla, Oaxaca, Ciudad de México, Veracruz y 

Michoacán. Situación que tuvo importantes repercusiones en la seguridad de candidatas a puestos de elección 

de los tres niveles de gobierno. De las 106 mujeres políticas y candidatas agredidas, 59 por ciento pertenecían al 

ámbito municipal, 29 por ciento al nivel estatal y 12 por ciento al nivel federal. 

De las 106 agresiones registradas en contra de políticas y candidatas, 92 fueron agresiones directas con un saldo 

de 16 políticas privadas de la vida. De las cuales cinco eran candidatas con registro y dos más precandidatas. 

Adicionalmente se presentaron 14 atentados en contra de familiares de políticas, con un saldo de por lo menos 

11 familiares muertos. Asimismo, hubo al menos cinco secuestros e intentos de privación de la libertad, tres 

mujeres políticas lesionadas por arma de fuego y otras tres mujeres que resultaron ilesas tras atentados armados. 

Las amenazas y actos de intimidación fueron el tipo de agresión más recurrente con un total de 50 mujeres 

políticas, de las cuales 43 eran candidatas.
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Las cifras hablan por sí solas, sin duda alguna la violencia sigue siendo hoy en día uno de los principales 

obstáculos para el ejercicio pleno de los derechos político electorales de las mujeres; como puede verse, el 

aumento de la participación de las mujeres en la política y en la vida pública de nuestro país, se ve reflejado e 

impacta también en el aumento de la violencia en su contra. 

Como se ha documentado, la violencia contra las mujeres en el ámbito de la política tiene rasgos que la 

distinguen de otro tipo de agresiones que se dan en un marco de competencia política y de inseguridad en 

general. Por ello, la violencia contra las mujeres durante los procesos político-electorales requiere analizar si 

existieron factores de género presentes. 

En ese sentido, el Protocolo para la atención de la violencia política contra las mujeres en razón de género 

(TEPJF, 2017), establece que deben estar presentes cinco elementos indispensables para considerar que estamos 

ante un acto de violencia política basada en el género: 

“1. El acto u omisión se base en elementos de género, es decir: i. se dirija a una mujer por ser mujer, ii. tenga 

un impacto diferenciado y desventajoso en las mujeres; y/o iii. las afecte desproporcionadamente. 

2. Tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos 

político-electorales de las mujeres. 

3. Se dé en el marco del ejercicio de derechos político-electorales o bien en el ejercicio de un cargo público 

(...). 

4. Sea simbólico, verbal, patrimonial, económico, físico, sexual y/o psicológico. 

5. Sea perpetrado por cualquier persona o grupo de personas –hombres o mujeres–, en particular: integrantes 

de partidos políticos, aspirantes, precandidatos(as), candidatos(as) a cargos de elección popular o de 

dirigencia partidista; servidores(as) públicos(as), autoridades gubernamentales, funcionarios(as) o autoridades 

de instituciones electorales; representantes de medios de comunicación; el Estado o sus agentes. (pp. 49-50).” 

Bajo este contexto y no obstante que en la Ley General en Materia de Delitos Electorales, existen 

doscientos tipos penales, no se encuentra tipificado el delito de violencia política en razón de género . 

Cabe recordar que en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, existen diversos instrumentos 

internacionales que garantizan y protegen los derechos humanos de las mujeres, en la especie la Convención 

Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la Violencia contra la Mujer (en adelante, “Convención de 

Belém do Pará” o “Convención”) fue el primer tratado internacional del mundo que consagró el derecho de las 

mujeres a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado. 

Por medio de la Convención, los estados parte acordaron que la violencia contra las mujeres constituye una 

violación de los derechos humanos y es una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales 

entre mujeres y hombres. Asimismo, la Convención ha dado pauta para la adopción de leyes y de políticas sobre 

prevención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres en los estados parte, y ha sido un aporte 

significativo al fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Desde su adopción en 1994, 

es la Convención Interamericana con mayor número de ratificaciones de los estados miembros de la 

Organización de los Estados Americanos; no obstante México la ratificó hasta 1998. 

El instrumento establece para los estados parte obligaciones específicas , como la adopción de medidas 

legislativas , administrativas y programas, que tengan por objeto el prevenir, sancionar y erradicar la violencia 

contra la mujer. Entre las medidas legislativas se puntualiza la necesidad de incluir en la legislación interna de 



 
  

los estados parte normas penales , civiles y administrativas, o de otra naturaleza, así como 

la forzosa modificacióno abolición de las leyes o reglamentos vigentes que permiten la persistencia o 

tolerancia de la violencia contra la mujer. 

A este respecto, es importante recordar la obligación jurídica internacional que tiene nuestro país, ya que dicha 

Convención le impone conductas positivas o negativas, al momento de su ratificación. 

En virtud de lo anterior, dada la obligación de la forzosa modificación de la legislación interna (en sede 

penal) y ante los acontecimientos recientes del proceso electoral 2017-2018, es indispensable, impostergable y 

de urgente resolución, adoptar medidas legislativas a fin de combatir la violencia política en razón de género. 

Por su parte, el artículo 7 de la Ley Modelo Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la Violencia 

contra las Mujeres en la Vida Política (adoptada por el Comité de Expertas del Mecanismo de Seguimiento de la 

Convención de Belém do Pará, en el marco de su decimotercera reunión, celebrada en México en octubre de 

2016) dispone lo siguiente: 

“Artículo 7. Principios rectores 

1. Las políticas públicas dirigidas a asegurar una vida libre de violencia contra las mujeres en la vida política 

deben guiarse conforme a los siguientes principios: 

a) La igualdad sustantiva y la no discriminación por razones de género 

b) La paridad de mujeres y hombres en la vida pública y política 

c) La debida diligencia 

d) La autonomía de las mujeres 

e) La prevención de la violencia contra las mujeres 

f) La participación de las mujeres, de los partidos políticos y de las organizaciones sociales, incluyendo las 

organizaciones de derechos humanos 

g) La centralidad de los derechos de las víctimas 

h) La transparencia y rendición de cuentas. 

2. Las políticas que se desarrollen en aplicación de esta ley respetarán y garantizarán a todas las mujeres los 

derechos reconocidos en la presente ley, y a sus familias y comunidades cuando sean utilizadas como medio 

de presión para vulnerar los derechos de las mujeres, sin distinción alguna de raza, etnia, color, sexo, 

orientación sexual, identidad de género, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o 

social, posición económica, nacimiento, o cualquier otra condición social.” 

Bajo estos principios, debe armonizarse la legislación interna a fin de garantizar cabalmente los derechos 

humanos de una o varias mujeres en nuestro país. 

En apoyo a lo anterior la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), ha establecido un criterio mediante la 

siguiente tesis aislada, el cual establece lo siguiente: 



 
  

Época: Décima Época  

Registro: 2010006  

Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  

Libro 22, Septiembre de 2015, Tomo I  

Materia(s): Constitucional  

Tesis: P. XVIII/2015 (10a.)  

Página: 241 

Violencia contra la mujer. Obligaciones positivas de carácter adjetivo que debe cumplir el Estado 

mexicano 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que la obligación de investigar las violaciones 

a los derechos humanos debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple 

formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de intereses particulares, que 

dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares, o de la aportación privada de elementos 

probatorios. En esa tesitura, por lo que hace a las investigaciones de los casos de violencia contra la mujer, 

resulta menester que: (I) la declaración de la víctima se realice en un ambiente cómodo y seguro, que le 

brinde privacidad y confianza; (II) dicha declaración se registre de forma que se evite o limite la necesidad de 

su repetición; (III) se brinde atención médica, sanitaria y psicológica a la víctima, tanto de emergencia como 

de forma continuada si así se requiere, mediante un protocolo de atención cuyo objetivo sea reducir las 

consecuencias de la violación; (IV) se realice inmediatamente un examen médico y psicológico completo y 

detallado por personal idóneo y capacitado, en lo posible del sexo que la víctima indique, ofreciéndole que 

sea acompañada por alguien de su confianza, si así lo desea; (V) se documenten y coordinen los actos 

investigativos y se maneje diligentemente la prueba, tomando muestras suficientes, realizando estudios para 

determinar la posible autoría del hecho, asegurando otras pruebas como la ropa de la víctima, la investigación 

inmediata del lugar de los hechos y garantizando la correcta cadena de custodia; y, (VI) se brinde a la víctima 

asistencia jurídica gratuita durante todas las etapas del proceso. 

Varios 1396/2011. 11 de mayo de 2015. Mayoría de ocho votos de los Ministros José Fernando Franco 

González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho a formular voto concurrente, Jorge 

Mario Pardo Rebolledo, Juan N. Silva Meza, Eduardo Medina Mora I., Olga Sánchez Cordero de García 

Villegas, Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales; votó en contra José Ramón Cossío Díaz. 

Ausentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 

Secretario: Isidro E. Muñoz Acevedo. 

El Tribunal pleno, el siete de septiembre en curso, aprobó, con el número XVIII/2015 (10a.), la tesis aislada que 

antecede. México, Distrito Federal, a siete de septiembre de dos mil quince. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2015 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 

De la transcripción in supra, se corrobora de nueva cuenta la obligación del Estado Mexicano para la adopción 

de medidas legislativas que garanticen los derechos humanos; en la especie, es importante contar con un tipo 

penal que contemple el delito de violencia política en razón de género. 

Por lo anteriormente fundado y motivado, la presente iniciativa, tiene por objeto adicionar el artículo 7 Bis a 

la Ley General en Materia de Delitos Electorales ; misma que se presenta el siguiente cuadro comparativo. 



 
  



 
  

 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Delitos 

Electorales, relacionado con violencia política en razón de género 

Único. Se adiciona el artículo 7 Bis, correspondiente a la Ley General en Materia de Delitos Electorales, para 

quedar como sigue: 

Título Segundo 

De los Delitos en Materia Electoral 

Capítulo II  

Delitos en Materia Electoral 

Artículo 7. (...) 

Artículo 7 Bis . A quien realice por sí o a través de terceros cualquier acción u omisión que impida, restrinja, 

anule o limite el acceso o ejercicio de uno o varios derechos políticos o derechos electorales, o el ejercicio de 

las funciones inherentes a su empleo, cargo o comisión, a una mujer por razones de género, se impondrán de 

cien a cuatrocientos días multa y prisión de tres a siete años. 

Para efectos de este artículo, se entenderá que existen razones de género cuando: 



 
  

I. Se ocasione un daño o menoscabo en la igualdad del ejercicio de los derechos políticos o derechos 

electorales o de la función pública de la mujer, basándose en elementos de género como son: i. se dirija a 

una mujer por ser mujer, ii. tenga un impacto diferenciado y desventajoso en las mujeres; y/o iii. las 

afecte desproporcionadamente. 

II. Existan datos que establezcan que hubo amenaza, acoso, violencia física, psicológica sexual del sujeto 

activo contra la víctima; 

III. Exista entre el sujeto activo y la víctima una relación de subordinación; 

IV. Exista datos que establezcan un trato diferenciado por su condición de mujer; 

V. Exista un trato diferenciado por su condición de mujer;[CR1] 

VI. En caso de que se utilice violencia o coacción, el sujeto activo sea superior en fuerza física que la 

víctima; [CR2] o 

VII. El sujeto activo comete el delito por la condición de género de la mujer víctima. 

Las sanciones a que se refiere el primer párrafo de este artículo se aumentarán hasta en una mitad si el delito 

se comete a través de engaño, o simulación, o coacción, o amenaza, o violencia o del aprovechamiento de una 

situación de vulnerabilidad en los siguientes casos: 

a) Que el sujeto activo sea servidor público o funcionario electoral, 

b) Que el sujeto activo sea funcionario partidista o dirigente en términos de la presente ley; o 

c) Que el sujeto activo para cometer el delito utilice cualquier medio de telecomunicación, radiodifusión o 

medio impreso. 

Para el caso del inciso a) además de la sanción prevista en el párrafo primero de este artículo se le impondrá 

destitución e inhabilitación para el desempeño de cualquier cargo, empleo o comisión públicos, por el mismo 

lapso de la privación de la libertad impuesta. 

Transitorio 

Único . El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Nota 

1 Primer Informe de Violencia Política contra mujeres en México 2018. Etellekt Consultores. Junio 14, 2018. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2019. 

Diputada María Lucero Saldaña Pérez (rúbrica) 

 


